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El texto analiza el surgimiento del concepto de justicia transicional y su evolución, 
centrándose en algunos de los principales instrumentos que han conformado este campo de 
estudio, como son los juicios penales, las comisiones de la verdad y las medidas de 
reparación, y algunos de los debates planteados en torno a los mismos. 
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The article analyzes the emergence of the concept of transitional justice and its evolution, 
focusing on some on the main instruments that have shaped this field, as criminal 
prosecutions, truth commissions and reparations, and several debates about them. 
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Si bien los mecanismos de justicia transicional han existido históricamente 
con carácter previo a la aparición del propio término justicia transicional o justicia de 
transición (Elster, 2006), la forma, dimensión e importancia que han adquirido 
durante las últimas décadas ha hecho que su estudio e implementación haya 
pasado a convertirse en un campo específico de la investigación, activismo y trabajo 
dentro del terreno de los derechos humanos.  
La aparición de las prácticas de justicia transicional, tal y como las 
entendemos hoy en día, debe localizarse con propiedad dentro de los procesos de 
transición que han tenido lugar durante la tercera ola del proceso de 
democratización (Huntington, 1998), con el intento de rendir cuentas con un pasado 
de violaciones de derechos humanos y, a la vez, generar dinámicas que permitieran 
asegurar, de cara al futuro, la democracia y el respeto a los derechos humanos. Se 
trata de un movimiento que inicialmente se alimentó de las experiencias de América 
Latina y Europa del Este y que ha ido conociendo nuevos desarrollos e incorporando 
la consideración y tratamiento de conflictos más profundos y complejos como serían 
los de Ruanda, la antigua Yugoslavia, Timor del Este, Sierra Leona, la República 
Democrática del Congo, Colombia, etc. Así, durante los últimos años, la realidad y 
los retos que deben enfrentar los procesos de justicia transicional han ido 
cambiando, introduciendo situaciones más complejas que relacionan a los 
mecanismos de justicia transicional directamente con las prácticas de paz y 
resolución de conflictos y la necesidad de promover el desarrollo social y 
económico, la buena gobernanza o las formas de incluir a los grupos afectados en el 
proceso de reconstrucción.  
Durante los pocos años de existencia de la disciplina ha ido tomando forma 
una suerte de paradigma sobre la comprensión de las prácticas de justicia 
transicional que no sólo goza de cierto consenso dentro del contexto académico, 
sino que, además, cuenta con el respaldo de la comunidad internacional.  
Así, en el ámbito académico, son muchos los investigadores que, desde 
diversas disciplinas académicas, han contribuido a ir dando forma a un corpus de 
estudios sobre justicia transicional amplio y muy diverso (Chinchón, 2011). Desde la 
aparición por primera vez del término justicia transicional (Kritz, 1995), el número 
trabajos sobre esta temática no ha parado de crecer. En esta línea, habría que 
destacar la fundación en 2006 de la African Transitional Justice Research Network, 
una red de profesionales dedicada a fomentar los estudios y prácticas de justicia 
transicional en el continente africano, o la creación en 2007 de la International 
Journal For Transitional Justice -publicada por Oxford Journals- que se ha 
convertido ya en una referente en la difusión de este tipo de estudios. En estos 
años, además, el análisis del modelo de justicia transicional ha empezado a 
introducirse de manera cada vez más patente en los programas académicos de 
diversas universidades de todo el mundo. 
Por otro lado, la recurrencia de contextos transicionales ha ido captando la 
atención no solo de organizaciones como Amnistía Internacional o Human Rights 
Watch, sino que también ha estado detrás del surgimiento de otras entidades 
dedicadas exclusivamente al asesoramiento para la implementación de los diversos 
mecanismos de justicia transicional como sería, significativamente, el caso del 
International Centre for Transitional Justice. Igualmente, estos trabajos han acabado 
introduciéndose en la agenda de la política exterior de la mayoría de los países 
democráticos y, sobre todo, en la de las Naciones Unidas.  
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Merece destacarse, en este sentido, el primer informe –del año 2004- del 
Secretario General de Naciones Unidas sobre El estado de derecho y la justicia de 
transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos1, que influirá 
decisivamente en el lanzamiento -a partir del año 2006- por el Alto Comisionado de 
Derechos Humanos, de diferentes documentos denominados Instrumentos del 
Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Se trata de un 
conjunto de documentos para afrontar las transiciones en situaciones de post-
conflicto, y que pretenden ser unas guías prácticas para el personal de Naciones 
Unidas en sus misiones, a través de una serie de “mejores prácticas” que, aunque 
no son vinculantes, han tenido una gran influencia en  este campo2.  
Igualmente, debe destacarse la aprobación por la Asamblea General de 
Naciones Unidas de la Resolución 60/1473, de 2005, de Principios y directrices 
básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, que junto 
con la Resolución 40/344, de 1985, de Declaración sobre los principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, están 
llamadas a conformar el estatuto jurídico internacional de las víctimas de crímenes 
internacionales, especialmente aplicable al ámbito de la justicia transicional. 
El presente trabajo tiene la intención de hacer un repaso de esta disciplina a 
partir del análisis de tres de los principales mecanismos que componen el campo de 
la justicia transicional: Juicios penales, comisiones de la verdad y reparaciones. 
Teniendo en mente que, dada la ingente bibliografía sobre el tema y el continuo 
crecimiento de esta disciplina, presentar un panorama exhaustivo sería algo 
absolutamente imposible dada la limitada extensión del trabajo, y dada la 
consideración del papel central que las víctimas deben ocupar en los procesos 
transicionales, parece poder afirmarse que estos mecanismos son los que mejor 
reflejan la común y ya conocida demanda de las víctimas de satisfacción de sus 
derechos a la justicia, la verdad y la reparación. Por supuesto, la selección de los 
aspectos tratados en el trabajo se corresponde con los intereses investigativos del 
autor y la voluntad de reflejar aquéllos elementos del tema que, según el mismo, 
pueden resultar más relevantes o atractivos. 
1. Justicia penal 
La justicia penal es uno de los mecanismos centrales para rendir cuentas con 
un pasado de violaciones de derechos humanos, especialmente cuando se trata de 
graves violaciones de los derechos humanos y crímenes internacionales. En todo 
caso, y a pesar de que las persecuciones penales han aumentado 
                                               
1 UN Doc S/2004/616, de 23 de Agosto de 2004, disponible en la siguiente dirección electrónica: 
http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=S/2004/616 (Fecha de consulta: 28 de enero de 2015) 
2 Estos documentos han trabajado diferentes mecanismos y políticas de justicia transicional entre los 
que se encuentran: 1) las Comisiones de la verdad; 2) la cartografía del sector de la justicia; 3) la 
supervisión del sistema de justicia; 4) las iniciativas de enjuiciamiento; 5) los procesos de depuración o 
vetting; 5) los programas de reparación; 6) el aprovechamiento del legado de los tribunales híbridos o 
mixtos; 7) las amnistías; y 8) las consultas nacionales sobre la justicia de transición. Todos estos 
documentos están disponibles en la siguiente dirección electrónica: 
http://www.ohchr.org/EN/PublicationsResources/Pages/MethodologicalMaterials3.aspx (Fecha de 
consulta: 28 de enero de 2015) 
3 UN Doc A/RES/60/147, de 21 de marzo de 2006, disponible en la siguiente dirección electrónica: 
http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx (Fecha de consulta: 
28 de enero de 2015) 
4 UN Doc A/RES/40/34, de 29 de noviembre de 1985, disponible en la siguiente dirección electrónica: 
http://www.unodc.org/pdf/compendium/compendium_2006_es_part_03_02.pdf (Fecha de consulta: 28 
de enero de 2015) 
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considerablemente en los últimos años, tanto a nivel nacional como a nivel 
internacional, lo cierto es que la impunidad sigue siendo hoy más la regla que la 
excepción y la práctica de la impunidad ha resultado ser el precio político a pagar 
para conseguir el fin de la violencia o el cambio de sistemas autoritarios o totalitarios 
a regímenes democráticos (Bassiouni, 1996a; Bonet y Alija, 2009).  
1.1. Persecución Penal vs. Amnistías 
Uno de los aspectos más debatidos de la literatura sobre justicia transicional 
es el referido a la tensión entre justicia –entendida como castigo penal- y paz –
entendida como perdón e impunidad-, que se manifiesta especialmente en el 
conflicto entre persecución penal y amnistías. Las diferentes posiciones se 
encuadran como más o menos cercanas a algunos de los dos polos extremos y 
teóricos del debate, el polo “legalista” y el polo “pragmático” (Chinchón, 2009; 
Forcada, 2011). 
Por un lado, el polo “legalista”, desde una posición principialista, vendría a 
defender en todo caso la persecución penal y criticar la impunidad básicamente 
sobre los siguientes argumentos (Bassiouni, 1996b; Borneman, 1997; Orentlicher, 
1991; Roth-Arriaza, 1995): 1) La persecución penal pondría al Estado en el buen 
camino de la democracia, al no hacer excepciones a la aplicación del Derecho y 
contribuir así al restablecimiento de la confianza de los ciudadanos en el imperio de 
la ley; 2) La aplicación del imperio de la ley en el ámbito penal supondría el 
cumplimiento de ciertos fines que son valiosos en sí mismos, y que pueden ser 
definidos de forma genérica como los fines de la pena (retribución, prevención –
general y especial- y reinserción); 3) Sólo a través de dicha persecución puede 
satisfacerse plenamente la legalidad internacional y las normas desarrolladas dentro 
de este marco en la lucha contra la impunidad y los derechos de las víctimas a la 
justicia, la verdad y la reparación.  
Independientemente de la mayor o menor relevancia que se le otorgue a 
estos argumentos a favor de la persecución penal, desde el polo “pragmático”, más 
preocupado por algunas consideraciones de realpolitik, se ha puesto de relieve que 
hay muchos contextos transicionales en los que la aplicación de la justicia penal 
puede poner en peligro valores como la paz y la estabilidad social y/o la 
continuación o consolidación del régimen democrático. Se hace así hincapié en los 
casos en los que el planteamiento de la persecución penal pueda, en el caso de una 
transición de un régimen autoritario o dictatorial a una democracia, ocasionar la 
vuelta al primero; o en el caso de la transición de un conflicto armado a una 
situación de paz, la vuelta al conflicto o la pérdida de interés en su finalización por 
parte de los actores del mismo. 
No obstante, incluso en este caso, cuya problemática se ha planteado de 
forma especialmente relevante, aunque no exclusiva, en el plano de las 
negociaciones de paz para salir de conflictos armados, el polo “legalista” -que 
aparecería representado por el posicionamiento de Naciones Unidas, las ONG de 
derechos humanos, ciertos sectores de la judicatura y parte de la academia-, sigue 
fiel a su posición, defendiendo una política de tolerancia cero al menos con respecto 
a las amnistías para graves violaciones de los derechos humanos y las infracciones 
graves del Derechos Internacional Humanitario desde la consideración de que 
justicia y paz deben, en todo caso, ir de la mano y no admiten canje.   
Por su parte, desde el polo “pragmático”, se defiende la conveniencia de las 
mismas, en algunos casos incluso para este tipo de violaciones e infracciones del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
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Humanitario, desde diferentes argumentos (Freeman, 2009; Freeman y Van Ert, 
2004; Mallinder, 2008; Pensky, 2008; Scharf, 1999; Seibert-Forh, 2004; Stahn, 2005; 
Trumbull, 2007; Uprinmy y Lasso, 2004; Young, 2002): 1) Las amnistías siguen 
siendo una herramienta básica en las negociaciones de paz y, por tanto, aunque no 
todas las experiencias al respecto confirmen este dato, prescindir de las mismas 
puede truncar la paz y generar la repetición de las graves violaciones; 2) Cuando 
estas amnistías reflejan un claro sentimiento público en la comunidad doméstica, la 
posición de tolerancia cero puede verse como una interferencia de la comunidad 
internacional a los ojos de la población local y tener un efecto negativo en la 
legitimidad de quienes defienden esta política, especialmente si se tiene en cuenta 
que el derecho internacional es mucho menos público y participativo que el derecho 
doméstico y que muchos de los Estados occidentales que marcan la agenda de la 
comunidad internacional han utilizado las amnistías en el pasado. Así, la posición de 
Naciones Unidas puede ser vista como una doble moral o rasero que se utiliza, 
ahora, para condenar a muchos Estados que se sitúan en los márgenes de la 
comunidad internacional -especialmente si se trata de Estados débiles o fallidos- a 
una espiral de violencia y conflicto de difícil solución; 3)  Las amnistías son 
compatibles con la legalidad internacional, siempre que no se trate de blanket 
amnesties, es decir, de amnistías generales e incondicionadas cuya finalidad única 
es la impunidad, y se someta la concesión de la amnistía –individualizada- al 
cumplimiento de una serie de condiciones que, en general, tienen que ver con la 
entrega de armas, la desmovilización, la promoción de la reconciliación y la 
satisfacción de los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad y la reparación. 
2. Comisiones de la verdad 
Desde la propia comprensión de la justicia transicional, no basta con que 
quienes hayan perpetrado violaciones a los derechos humanos sean castigados, 
sino que -desde la consideración de la necesaria re-dignificación de las víctimas y la 
importancia de que dichas violaciones no vuelvan a repetirse- se hace necesaria, 
además, la articulación de mecanismos de esclarecimiento de la verdad y 
reconstrucción de la memoria histórica.  
2.1. De la verdad judicial a las comisiones de la verdad. 
Es cierto que los juicios son una primera forma de satisfacer esta demanda 
de verdad. Sin embargo, desde quienes han trabajado en el campo de la justicia 
transicional, se pone de relieve el carácter insuficiente de esta verdad judicial desde 
los siguientes argumentos (Chouliaras, 2010; Chuter, 2003; Drumbl, 2007; Fletcher y 
Weinstein, 2002; Findlay, 2008; Jaspers, 2000; Koskenniemi, 2002; Mertus, 2000; 
Osial, 2005; Teitel, 1999; Uprimny y Saffon, 2006): 1) El proceso judicial suele 
manejar una visión instrumentalista de la verdad, con un proceso inherentemente 
contra-narrativo y poco sensible con los derechos e intereses de las víctimas. Éstas 
sólo van a poder contar aquéllos hechos que tienen que ver con determinadas 
acciones susceptibles de calificación penal y, más concretamente, aquéllos sobre 
los que existen pruebas suficientes para poder conseguir la condena, y además, el 
sometimiento de las víctimas, como testigos, a las preguntas de la defensa (cross-
examination), puede incluso provocar una re-victimización; 2) Los juicios aportan 
una verdad parcial y pragmática, algo que queda todavía más patente en el caso de 
los crímenes en masa, al tratarse de crímenes que, desde el punto de vista 
fenomenológico, tienen una clara diferencia con los crímenes ordinarios: el elemento 
colectivo, o de grupo. Por la propia naturaleza del proceso judicial centrado siempre 
en la responsabilidad individual, el Estado (o la organización a la que pertenezcan 
los agresores o la mera colectividad) no figuran claramente como un agente 
responsable sino, implícitamente, como un actor en la sombra, y ello aunque los 
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mismos puedan ser claramente culpables de lo ocurrido, no desde un punto de vista 
jurídico, pero sí moral o metafísico.  De esta forma, los juicios no nos ofrecen un 
panorama completo de lo ocurrido, y se limitan a la participación criminal de los 
agresores, excluyendo el papel de otros actores y contribuyendo así al mito de la 
inocencia colectiva. 3) Además, los juicios relativos a graves violaciones de 
derechos humanos,  por el contexto en que éstas se producen, suelen encontrarse 
con grandes problemas que dificultan enormemente el establecimiento y la 
configuración de la verdad judicial, y que tienen que ver con la pérdida de pruebas 
documentales, pérdida de memoria ante los nervios generados por las preguntas de 
la defensa, barreras lingüísticas y cuestiones culturales.  
Todo lo anterior explica que se defiendan formas complementarias de 
conocimiento de lo acontecido que vayan más allá de los instrumentos estrictamente 
jurídico-legales (McEvoy, 2007). De entre todos ellos, aunque evidentemente no el 
único (Aguilar, 2008; Druliolle, 2014), sobresalen las comisiones de la verdad, que 
no solamente ha contado con el apoyo claro del mundo del activismo de los 
derechos humanos, sino también de Naciones Unidas, que  ha defendido su 
conveniencia en los procesos de paz en los que ha participado e incluso se ha 
preocupado de establecer un marco de mejores prácticas con respecto a las 
mismas5.  
Así, se han convertido, en pocos años, en uno de los elementos centrales en 
este campo (Hayner, 2011). El primer caso paradigmático fue el de la CONADEP  
(Comisión Nacional Sobre la Desaparición de Personas) establecida por el gobierno 
argentino en 1983, aunque el término “comisión de la verdad” no ganó fuerza hasta 
unos años después, con la creación de la Comisión Nacional de Verdad y 
Reconciliación en Chile (1990) y la Comisión de la Verdad de El Salvador (1992). 
Posteriormente, la creación de la Comisión para la Verdad y la Reconciliación en 
Sudáfrica (1995) para hacer frente a las violaciones de los derechos humanos 
ocurridas durante el régimen del apartheid, y con una gran repercusión nacional e 
internacional, supuso el despegue definitivo de este mecanismo de justicia 
transicional, replicándose por todas las partes de nuestro planeta hasta el punto de 
que hoy es difícil encontrar un ejemplo de una transición política o de post-conflicto 
en la que la idea del establecimiento de una comisión de la verdad no se haya 
tenido en cuenta. 
2.2. Funciones de las comisiones de la verdad 
La principal función de las comisiones de la verdad, evidentemente, es el 
esclarecimiento de la verdad a través de la construcción de una verdad más amplia 
que la judicial, que satisface mejor los derechos e intereses de las víctimas y de la 
sociedad en su conjunto incorporando elementos más propios de la justicia 
restaurativa (Villa-Vicencio, 2007).   
El cumplimiento de este  primer fin de búsqueda y narración de la verdad 
(truth-seeking y truth-telling) suele ser generalmente reconocido por la mayoría de 
los autores que trabajan en el campo de la justicia transicional, centrándose el 
debate en otras funciones cuyo cumplimiento resulta mucho más dudoso, y entre los 
que merecen destacarse, especialmente, la curación (healing) de las víctimas y la 
reconciliación.   
                                               
5 Véase, en este sentido, OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE NACIONES UNIDAS PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS, Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un 
conflicto: Comisiones de la verdad, citado. 
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En el caso concreto de la curación (healing) de las víctimas, los estudios 
psicológicos parecen haber mostrado que el testimonio es el componente más 
importante de la terapia de supervivientes de abusos traumáticos de derechos 
humanos, su pieza central (Cienfuegos y Monelli, 1983; Mollica, 1998). Así, el 
testimonio desarrollado en el ámbito de las comisiones de la verdad, al darles la 
oportunidad a las víctimas de desarrollarlo en el seno de una comisión oficial, 
respetuosa, no-confrontacional (como los juicios), y genuinamente interesada en sus 
historias (Hayner, 2011), podría contribuir a contrarrestar los efectos de lo que se ha 
denominado la conspiración del silencio, y que acaba produciendo en las víctimas 
un profundo sentimiento de aislamiento, soledad y desconfianza en el conjunto de la 
sociedad (Danielli, 1998; 2007). En todo caso, debe tenerse en cuenta que esa 
curación (healing) de las víctimas de violencia suele producirse en procesos 
continuados de terapia y que, por tanto, sus efectos en las comisiones de la verdad, 
donde las víctimas cuentan su historia una sola vez y ante un público extraño, no 
debe ser sobrevalorado, al no existir datos suficientes que confirmen esa hipótesis 
(Hayner, 2011; Wiebelhaus-Brahm, 2010). 
En cuanto a la reconciliación, y más allá del caso concreto sudafricano -
primero en incorporar esta dimensión en el nombre de este tipo de comisiones- , lo 
cierto es que la idea de que las comisiones de la verdad puedan contribuir a la 
reconciliación ha planteado grandes dudas y debates. Gran parte de la literatura es 
escéptica, haciendo ver que es problemático considerar a las sociedades como 
psiques unitarias que pueden verse afectadas por macro-procesos específicos 
(Hamber y Wilson, 2002). Dicho objetivo parece más factible si entendemos la 
reconciliación en un sentido débil, es decir, si se maneja una concepción minimalista 
de reconciliación como mera coexistencia pacífica (Afzali y Colleton, 2003). En un 
sentido fuerte o maximalista,  parece evidente que la reconciliación es un proceso 
mucho más a largo plazo que el que puede generarse a través de una comisión de 
la verdad (Halpern y Weinstein, 2004; Huyse, 2003; Wiebelhaus-Brahm, 2010).  
3. Reparaciones 
Otro de los mecanismos centrales de la justicia transicional es la reparación, 
hasta el punto de que muchas de las comisiones de la verdad han incluido, entre 
sus recomendaciones, la activación de este mecanismo -a través de programas 
administrativos masivos de reparación- como pieza clave del éxito de los procesos 
transicionales. Además de estos programas nacionales de reparación, las 
reparaciones también han sido un elemento presente en los fallos de algunos 
tribunales nacionales, de los tribunales de los sistemas regionales de protección de 
los derechos humanos, y de la propia justicia penal internacional6.  
En cuanto a los tipos, dicha reparación puede ser tanto material como moral 
o simbólica.  
Dentro de la reparación material, que tiene una dimensión individual, 
directamente relacionada con la víctima, pueden distinguirse tres tipos de 
reparación.  
                                               
6  Merece destacarse aquí el Estatuto de Roma, de creación de la Corte Penal Internacional, que 
reconoció un derecho de reparación muy amplio a las víctimas, haciéndose eco de la evolución del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario y que refleja 
un concepto más protector del individuo considerado como víctima, incorporando una preocupación 
central por la reparación y creando un fondo fiduciario en beneficio de las víctimas (Vid. Arts. 75 y 79 
del Estatuto de la Corte Penal Internacional). 
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La restitución, que, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la 
situación anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de 
derechos humanos o la violación grave del derecho internacional humanitario. Se 
trata, por tanto, de devolver a la persona, en la medida de lo posible, al statu quo 
anterior a la violación, y comprende, según corresponda, el restablecimiento de la 
libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la 
ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la 
devolución de sus bienes.  
La indemnización por todos los perjuicios económicamente evaluables que 
sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o de violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
Se trata, aquí, de reparar a través de la cuantificación económica de las siguientes 
situaciones: a ) El daño físico o mental; b) La pérdida de oportunidades, en particular 
las de empleo, educación y prestaciones sociales; c ) Los daños materiales y la 
pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d ) Los perjuicios morales; e ) Los 
gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos, 
psicológicos y sociales.  
La rehabilitación, que supone asistir a la víctima en su recuperación por un 
daño físico o psicológico serio. Esta clase de reparación incluye todos los 
tratamientos médicos y clínicos futuros tendentes al cuidado de esos daños, y se 
extiende también a los servicios legales y sociales necesarios para la víctima.  
Por lo que respecta a la reparación moral o simbólica, también denominada 
satisfacción, ésta tiene una dimensión individual claramente restaurativa para las 
víctimas, y también una dimensión colectiva, vinculada con la no-repetición de las 
violaciones, e incluye medidas tan distintas como la cesación de las violaciones, la 
verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, la 
búsqueda de las personas desaparecidas, las disculpas oficiales, la realización de 
conmemoraciones y homenajes a las víctimas, fallos judiciales que establezcan la 
dignidad y reputación de las víctimas, la aplicación de sanciones judiciales o 
administrativas a los victimarios, así como la reforma institucional, legal y social.  
3.1. Reparación judicial vs. programas administrativos de reparación 
En relación a la alternativa entre reparación judicial o programas 
administrativos masivos de reparación, la literatura específica sobre reparaciones en 
los contextos transicionales ha resaltado ciertos problemas que tienen que ver con 
la que podría denominarse la inadecuación del poder judicial para hacer frente a las 
reparaciones en estos contextos, destacando entre ellos (De Greiff, 2006; Hayner, 
2011; Malamud-Goti, 2006): 1) la gran cantidad de casos que puede colapsar el 
sistema judicial, cuando se trata de violaciones masivas y sistemáticas de los 
derechos humanos; 2) La afección del poder judicial al régimen anterior; 3) la 
posibilidad de que la estructura judicial, en casos de conflicto armado, sea 
inexistente o esté tan deteriorada como para que no se puedan llevar a cabo los 
juicios con las garantías suficientes; 5) La situación de pobreza de muchas de las 
víctimas, que supone un desigual acceso a la justicia que rompe con la unidad de 
las víctimas; 5) La propia estructura del proceso judicial, y especialmente el principio 
de contradicción, que puede situar a la víctima y sus seres queridos en una 
percepción relativamente escéptica con respecto al Estado; 6) El carácter central de 
las consideraciones económicas en la reparación judicial, que tienden a producir 
cierta frustración entre sus beneficiarios, quienes se quejan de que estos procesos 
se mueven solamente en consideraciones económicas, mientras que lo que ellos 
quieren es hablar de sus experiencias de victimización, 7) La imposibilidad -al 
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menos en contextos de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos- 
de afrontar el coste de las indemnizaciones bajo los parámetros y conforme a la 
jurisprudencia de las reparaciones judiciales en países pobres o en vías de 
desarrollo.   
Además, se alega que los programas masivos de reparación tienen ciertas 
ventajas teóricas frente a la reparación judicial (De Greiff, 2006): 1) Se trata de 
procedimientos administrativos que no presentan algunas de las dificultades y 
costes asociados a la litigación judicial, como los retrasos a la hora de dictar 
sentencia, los altos costes de la litigación, la necesidad de presentar pruebas que 
superen el test judicial de admisibilidad (lo que en algunos casos puede llegar a ser 
imposible), las cuestiones psicológicas asociadas al enfrentamiento con el victimario 
y a la revelación pública de los hechos, o el riesgo real de una decisión contraria que 
puede resultar devastadora para la víctima. Los programas de reparación pueden 
distribuir indemnizaciones más pequeñas en términos absolutos, pero 
comparativamente más importantes que las garantizadas por los tribunales si se 
tienen en cuenta estos factores; 2) Los programas masivos de reparación, tienen 
una consideración de la justicia más amplia, y que casa mejor con la justicia 
transicional, en la que la misma se desarrolla desde el individuo, pero considerado 
como ciudadano, y por tanto, insertado en la comunidad política y mirando no sólo al 
pasado sino al futuro. Desde esta consideración, la reparación se desarrolla desde 
tres objetivos: el reconocimiento de las víctimas como ciudadanos iguales en 
derechos, el restablecimiento de la confianza cívica entre los ciudadanos y la 
solidaridad para con las víctimas.  
No obstante, los programas administrativos de reparación, han planteado 
también algunos problemas relacionados tanto con el diseño de los mismos como 
con su implementación y entre los que pueden citarse, entre otros (Beristáin, 2009; 
Chinchón, 2007; Correa, 2014; Díaz, 2008; 2014; Díaz, Sánchez y Uprimny, 2009; 
Rubio, 2013; Rubio-Marín, 2006; 2009): 1) la definición del universo de víctimas que 
van a beneficiarse de las reparaciones, que ha planteado, de forma especial, el 
problema de la exclusión de determinadas categorías de víctimas –en algunos 
casos incluso de aquéllas que pertenecen a grupos especialmente vulnerables- para 
no llegar a un número demasiado amplio de beneficiarios de indemnizaciones o la 
priorización de los excombatientes frente a las víctimas en general; 2) la 
determinación de los estándares de reparación, donde son especialmente 
relevantes las cuestiones de los tipos de reparación en los que se tiene que centrar 
el programa y  la elección de medidas más orientadas a la reparación material o a la 
simbólica, así como la cuestión del papel del principio de proporcionalidad con 
respecto al daño sufrido por la víctima y el problema del intercambio de reparación 
por verdad y/o justicia dando lugar a la impunidad de los agresores; 3) la dilación y 
el incumplimiento más o menos parcial de los programas en su implementación.  
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